
OBLIGACIONES DEL LIQUIDADOR 
ARTÍCULO 5o. FACULTADES Y ATRIBUCIONES DEL JUEZ DEL CONCURSO. Para los efectos de la 
presente ley, el juez del concurso, según lo establecido en el artículo siguiente de esta ley, tendrá las 
siguientes facultades y atribuciones, sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones: 
1. Solicitar u obtener, en la forma que estime conveniente, la información que requiera para la adecuada 
orientación del proceso de insolvencia. 
2. Ordenar las medidas pertinentes a proteger, custodiar y recuperar los bienes que integran el activo 
patrimonial del deudor, incluyendo la revocatoria de los actos y/o contratos efectuados en perjuicio de 
los acreedores, con excepción de: 
a) Aquellas transacciones sobre valores u otros derechos de naturaleza negociable que hayan recibido 
una orden de transferencia aceptada por el sistema de compensación y liquidación de que tratan los 
artículos 2o, 10y 11 de la Ley 964 de 2005; 
b) Los actos y contratos que tengan como objeto o por efecto la emisión de valores u otros derechos de 
naturaleza negociable en el mercado público de valores de Colombia. 
3. Objetar los nombramientos o contratos hechos por el liquidador, cuando afecten el patrimonio del 
deudor o los intereses de los acreedores. 
4. Decretar la inhabilidad hasta por diez (10) años para ejercer el comercio en los términos previstos en 
la presente ley. Los administradores objeto de la inhabilidad podrán solicitar al juez del régimen de 
insolvencia la disminución del tiempo de inhabilidad, cuando el deudor haya pagado la totalidad del 
pasivo externo calificado y graduado. 
5. Imponer sanciones o multas, sucesivas o no, hasta de doscientos (200) salarios mínimos legales 
mensuales, cualquiera sea el caso, a quienes incumplan sus órdenes, la ley o los estatutos. 
6. Actuar como conciliador en el curso del proceso. 
7. Con base en la información presentada por el deudor en la solicitud, reconocer y graduar las 
acreencias objeto del proceso de insolvencia, de conformidad con lo establecido sobre prelación de 
créditos en el Título XL del Libro Cuarto del Código Civil y demás normas legales que lo modifiquen o 
adicionen, y resolver las objeciones presentadas, cuando haya lugar a ello. 
8. Decretar la sustitución, de oficio o a petición de parte, de los auxiliares de la justicia, durante todo el 
proceso de insolvencia, con ocasión del incumplimiento de las funciones previstas en la ley o de las 
órdenes del juez del concurso, mediante providencia motivada en la cual designará su reemplazo. 
9. Ordenar la remoción de los administradores y del revisor fiscal, según sea el caso, por incumplimiento 
de las órdenes del juez del concurso o de los deberes previstos en la ley o en los estatutos, de oficio o a 
petición de acreedor, mediante providencia motivada en la cual designará su reemplazo. 
10. Reconocer, de oficio o a petición de parte, los presupuestos de ineficacia previstos en esta ley. 
Concordancias 
11. En general, tendrá atribuciones suficientes para dirigir el proceso y lograr que se cumplan las 
finalidades del mismo. 
ARTÍCULO 8o. INCIDENTES Y ACTOS DE TRÁMITE. Las cuestiones accesorias que se susciten en el 
curso del proceso de insolvencia se resolverán siguiendo el procedimiento previsto en los 
artículos 135 a 139 del Código de Procedimiento Civil. 
Los actos de trámite que deban surtirse dentro del proceso de insolvencia y que correspondan a 
actuaciones que no deben ser controvertidas por las demás partes del proceso, tales como expedición de 
copias, archivo y desglose de documentos, comunicación al promotor o liquidador de su designación 
como tal, entre otros, no requerirán la expedición de providencia judicial que así lo ordene o decrete y 
para su perfeccionamiento bastará con el hecho de dejar constancia en el expediente de lo actuado, lo 
cual tampoco requerirá notificación. 
ARTÍCULO 37. PLAZO Y CONFIRMACIÓN DEL ACUERDO DE ADJUDICACIÓN. <Artículo 
modificado por el artículo 39 de la Ley 1429 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> Vencido el término 
para presentar el acuerdo de reorganización sin que este hubiere solo <sic> presentado o no confirmado 
el mismo, el juez proferirá auto en que se adoptarán las siguientes decisiones: 
1. Se designará liquidador, a menos que el proceso de reorganización se hubiere adelantado con 
promotor, caso en el cual hará las veces de liquidador. 
Concordancias 
2. Se fijará el plazo para la presentación del inventario valorado, y 
Concordancias 
3. <Ver Notas del Editor en relación con los textos subrayados> Se ordenará la actualización de los 
gastos causados durante el proceso de reorganización. Del inventario valorado y de los gastos 
actualizados se correrá traslado por el término de tres (3) días para formular objeciones. De presentarse 
objeciones, se aplicará el procedimiento previsto para el proceso de reorganización. Resueltas las 
objeciones o en caso de no presentarse, se iniciará el término de treinta (30) días para la presentación 
del acuerdo de adjudicación. 
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Notas del Editor 
Durante el término anterior, solo podrán enajenarse los bienes perecederos del deudor que estén en 
riesgo inminente de deterioro, depositando el producto de la venta a orden del Juez del concurso. Los 
demás bienes podrán enajenarse si así lo autoriza la mayoría absoluta de los acreedores, autorización 
que en todo caso deberá ser confirmada por el Juez competente. 
En el acuerdo de adjudicación se pactará la forma como serán adjudicados los bienes del deudor, 
pagando primero las obligaciones causadas con posterioridad al inicio del proceso de insolvencia y luego 
las contenidas en la calificación y graduación aprobada. En todo caso, deberán seguirse las reglas de 
adjudicación señaladas en esta ley. 
El acuerdo de adjudicación debe ser aprobado por las mayorías y en la forma prevista en la presente ley 
para la aprobación del acuerdo de reorganización, respetando en todo caso las prelaciones de ley y, en 
especial, las relativas a los pasivos pensionales. Para el efecto, el deudor acreditará el estado actual de 
los gastos de administración y los necesarios para la ejecución del acuerdo y la forma de pago, 
respetándoles su prelación. 
Si el acuerdo de adjudicación no es presentado ante el Juez del concurso en el plazo previsto en la 
presente norma, se entenderá que los acreedores aceptan que la Superintendencia o el juez adjudiquen 
los bienes del deudor, conforme a las reglas de adjudicación de bienes previstas en la presente ley. 
Para la confirmación del acuerdo de adjudicación regirán las mismas normas de confirmación del acuerdo 
de reorganización, entendiéndose que, si no hay confirmación del de adjudicación, el juez del concurso, 
procederá a adjudicar los bienes del deudor en los términos señalados en el inciso anterior. 
La providencia que adjudica deberá proferirse a más tardar dentro de los quince (15) días siguientes a la 
audiencia de confirmación del acuerdo de adjudicación sin que el mismo haya sido confirmado o al 
vencimiento del plazo para su presentación observando los parámetros previstos en esta ley. Contra el 
acto que decrete la adjudicación de los bienes no procederá recurso alguno. 
PARÁGRAFO 1o. En todo caso, el juez del concurso ordenará la cancelación de los gravámenes que 
pesen sobre los bienes adjudicados, incluyendo los de mayor extensión. 
PARÁGRAFO 2o. Respecto de los bienes que no forman parte del patrimonio a adjudicar, se aplicará lo 
dispuesto a los bienes excluidos de conformidad con lo previsto en la presente ley para el proceso de 
liquidación judicial. 
PARÁGRAFO 3o. Los efectos de la liquidación por adjudicación serán, además de los mencionados en el 
artículo 38 de la Ley 1116 de 2006, los contenidos en el artículo 50 de la misma ley. 
ARTÍCULO 48. PROVIDENCIA DE APERTURA. La providencia de apertura del proceso de liquidación 
judicial dispondrá: 
1. El nombramiento de un liquidador, quien tendrá la representación legal, advirtiendo que su gestión 
deberá ser austera y eficaz. 
2. La imposibilidad, a partir de la fecha de la misma, para que el deudor realice operaciones en desarrollo 
de su objeto, pues conservará su capacidad jurídica únicamente para los actos necesarios a la inmediata 
liquidación, sin perjuicio de aquellos que busquen la adecuada conservación de los activos. Los actos 
celebrados en contravención a lo anteriormente dispuesto, serán ineficaces de pleno derecho. 
3. Las medidas cautelares sobre los bienes del deudor y ordenar al liquidador la inscripción en el registro 
competente de la providencia de inicio del proceso de liquidación judicial, respecto de aquellos sujetos a 
esa formalidad. 
4. La fijación por parte del Juez del concurso, en un lugar visible al público y por un término de diez (10) 
días, de un aviso que informe acerca del inicio del mismo, el nombre del liquidador y el lugar donde los 
acreedores deberán presentar sus créditos. Copia del aviso será fijada en la página web de la 
Superintendencia de Sociedades, en la del deudor, en la sede, sucursales, agencias, por este y el 
liquidador durante todo el trámite. 
Concordancias 
5. Un plazo de veinte (20) días, a partir de la fecha de desfijación del aviso que informa sobre la apertura 
del proceso de liquidación judicial, para que los acreedores presenten su crédito al liquidador, allegando 
prueba de la existencia y cuantía del mismo. Cuando el proceso de liquidación judicial sea iniciado como 
consecuencia del incumplimiento del acuerdo de reorganización, de liquidación judicial <sic>, fracaso o 
incumplimiento del concordato o de un acuerdo de reestructuración, los acreedores reconocidos y 
admitidos en ellos, se entenderán presentados en tiempo al liquidador, en el proceso de liquidación 
judicial. Los créditos no calificados y graduados en el acuerdo de reorganización y los derivados de 
gastos de administración, deberán ser presentados al liquidador. 
Transcurrido el plazo previsto en este numeral, el liquidador, contará con un plazo establecido por el juez 
del concurso, el cual no será inferior a un (1) mes, ni superior a tres (3) meses, para que remita al juez 
del concurso todos los documentos que le hayan presentado los acreedores y el proyecto de graduación 
y calificación de créditos y derechos de voto, con el fin de que aquel, dentro de los quince (15) días 
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siguientes, emita auto que reconozca los mismos, de no haber objeciones. De haberlas, se procederá de 
igual manera que para lo establecido en el proceso de reorganización. 
6. La remisión de una copia de la providencia de apertura al Ministerio de la Protección Social, a la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y a la Superintendencia que ejerza vigilancia o control, 
para lo de su competencia. 
7. Inscribir en el registro mercantil de la Cámara de Comercio del domicilio del deudor y sus sucursales, 
el aviso que informa sobre la expedición de la providencia de inicio del proceso de liquidación judicial. 
8. Oficiar a los jueces que conozcan de procesos de ejecución o de aquellos en los cuales se esté 
ejecutando la sentencia. 
9. Ordenar al liquidador la elaboración del inventario de los activos del deudor, el cual deberá elaborar el 
liquidador en un plazo máximo de treinta (30) días a partir de su posesión. Los bienes serán avaluados 
por expertos designados de listas elaboradas por la Superintendencia de Sociedades. 
Concordancias 
Una vez vencido el término, el liquidador entregará al juez concursal el inventario para que este le corra 
traslado por el término de diez (10) días. 
ARTÍCULO 50. EFECTOS DE LA APERTURA DEL PROCESO DE LIQUIDACIÓN JUDICIAL. La 
declaración judicial del proceso de liquidación judicial produce: 
1. La disolución de la persona jurídica. En consecuencia, para todos los efectos legales, esta deberá 
anunciarse siempre con la expresión “en liquidación judicial”. 
2. La cesación de funciones de los órganos sociales y de fiscalización de la persona jurídica, si los 
hubiere. 
3. La separación de todos los administradores. 
Concordancias 
4. La terminación de los contratos de tracto sucesivo, de cumplimiento diferido o de ejecución 
instantánea, no necesarios para la preservación de los activos, así como los contratos de fiducia 
mercantil o encargos fiduciarios, celebrados por el deudor en calidad de constituyente, sobre bienes 
propios y para amparar obligaciones propias o ajenas; salvo por aquellos contratos respecto de los 
cuales se hubiere obtenido autorización para continuar su ejecución impartido por el juez del concurso. 
5. La terminación de los contratos de trabajo, con el correspondiente pago de las indemnizaciones a 
favor de los trabajadores, de conformidad con lo previsto en el Código Sustantivo del Trabajo, para lo 
cual no será necesaria autorización administrativa o judicial alguna quedando sujetas a las reglas del 
concurso, las obligaciones derivadas de dicha finalización sin perjuicio de las preferencias y prelaciones 
que les correspondan. 
6. Disponer la remisión de una copia de la providencia de apertura del proceso de liquidación judicial al 
Ministerio de la Protección Social, con el propósito de velar por el cumplimiento de las obligaciones 
laborales. 
7. La finalización de pleno derecho de los encargos fiduciarios y los contratos de fiducia mercantil 
celebrados por el deudor, con el fin de garantizar obligaciones propias o ajenas con sus propios bienes. 
El juez del proceso ordenará la cancelación de los certificados de garantía y la restitución de los bienes 
que conforman el patrimonio autónomo. Serán tenidas como obligaciones del fideicomitente las 
adquiridas por cuenta del patrimonio autónomo. 
Tratándose de inmuebles, el juez comunicará la terminación del contrato, mediante oficio al notario 
competente que conserve el original de las escrituras pertinentes. La providencia respectiva será inscrita 
en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, en la matrícula correspondiente. El acto de 
restitución de los bienes que conforman el patrimonio autónomo se considerará sin cuantía, para efectos 
de derechos notariales, de registro y de timbre. 
Los acreedores beneficiarios del patrimonio autónomo serán tratados como acreedores con garantía 
prendaria o hipotecaria, de acuerdo con la naturaleza de los bienes fideicomitidos. 
La restitución de los activos que conforman el patrimonio autónomo implica que la masa de bienes 
pertenecientes al deudor, responderá por las obligaciones a cargo del patrimonio autónomo de 
conformidad con las prelaciones de ley aplicables al concurso. 
La fiduciaria entregará los bienes al liquidador dentro del plazo que el juez del proceso de liquidación 
judicial señale y no podrá alegar en su favor derecho de retención por concepto de comisiones, 
honorarios o remuneraciones derivadas del contrato. 
8. La interrupción del término de prescripción y la inoperancia de la caducidad de las acciones respecto 
de las obligaciones que contra el deudor o contra sus codeudores, fiadores, avalistas, aseguradores, 
emisores de cartas de crédito o cualquier otra persona que deba cumplir la obligación, estuvieren 
perfeccionadas o sean exigibles desde antes del inicio del proceso de liquidación judicial. 
9. La exigibilidad de todas las obligaciones a plazo del deudor. La apertura del proceso de liquidación 
judicial del deudor solidario no conllevará la exigibilidad de las obligaciones solidarias respecto de los 
otros codeudores. 
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10. La prevención a los deudores del concursado de que sólo pueden pagar al liquidador, advirtiendo la 
ineficacia del pago hecho a persona distinta. 
11. La prohibición para administradores, asociados y controlantes de disponer de cualquier bien que 
forme parte del patrimonio liquidable del deudor o de realizar pagos o arreglos sobre obligaciones 
anteriores al inicio del proceso de liquidación judicial, a partir de la fecha de la providencia que lo 
decrete, so pena de ineficacia, cuyos presupuestos serán reconocidos por el Juez del concurso, sin 
perjuicio de las sanciones que aquellos le impongan. 
12. La remisión al Juez del concurso de todos los procesos de ejecución que estén siguiéndose contra el 
deudor, hasta antes de la audiencia de decisión de objeciones, con el objeto de que sean tenidos en 
cuenta para la calificación y graduación de créditos y derechos de voto. Con tal fin, el liquidador oficiará 
a los jueces de conocimiento respectivos. La continuación de los mismos por fuera de la actuación aquí 
descrita será nula, cuya declaratoria corresponderá al Juez del concurso. 
Los procesos de ejecución incorporados al proceso de liquidación judicial, estarán sujetos a la suerte de 
este y deberán incorporarse antes del traslado para objeciones a los créditos. 
Cuando se remita un proceso de ejecución en el que no se hubiesen decidido en forma definitiva las 
excepciones de mérito propuestas estas serán consideradas objeciones y tramitadas como tales. 
13. La preferencia de las normas del proceso de liquidación judicial sobre cualquier otra que le sea 
contraria. 
PARÁGRAFO. Lo previsto en el presente artículo no se aplicará respecto de cualquier tipo de acto o 
contrato que tenga por objeto o como efecto la emisión de valores u otros derechos de naturaleza 
negociable en el mercado público de valores de Colombia o del exterior, ni respecto de patrimonios 
autónomos constituidos para adelantar procesos de titularización a través del mercado público de 
valores, ni de aquellos patrimonios autónomos que tengan fines de garantía que formen parte de la 
estructura de la emisión. 
ARTÍCULO 51. PROMITENTES COMPRADORES DE INMUEBLES DESTINADOS A VIVIENDA. Los 
promitentes compradores de bienes inmuebles destinados a vivienda, deberán comparecer al proceso 
dentro de la oportunidad legal, a solicitar la ejecución de la venta prometida. 
En tal caso, el juez del concurso, ordenará al liquidador el otorgamiento de la escritura pública de 
compraventa, previa consignación a sus órdenes del valor restante del precio si lo hubiere, y de las 
sanciones contractuales e intereses de mora generados por el no cumplimiento, para lo cual procederá al 
levantamiento de las medidas cautelares que lo afecten. 
La misma providencia dispondrá la cancelación de la hipoteca de mayor extensión que afecte el 
inmueble, así como la entrega material, si la misma no se hubiere producido. 
Los recursos obtenidos como consecuencia de esta operación deberán destinarse de manera preferente a 
la atención de los gastos de administración y las obligaciones de la primera clase. 
El juez del concurso autorizará el otorgamiento de la escritura pública, si con los bienes restantes queda 
garantizado el pago de los gastos de administración y de las obligaciones privilegiadas. De no poder 
cumplirse la obligación prometida, procederá la devolución de las sumas pagas por el promitente 
comprador siguiendo las reglas de prelación de créditos. 
ARTÍCULO 53. INVENTARIO DE BIENES, RECONOCIMIENTO DE CRÉDITOS Y DERECHOS DE 
VOTO. El liquidador procederá a actualizar los créditos reconocidos y graduados y el inventario de bienes 
en el acuerdo de reorganización y a incorporar los créditos calificados y graduados en el concordato, si 
fuere el caso, los derechos de votos y los créditos en el acuerdo de reorganización fallido y a realizar el 
inventario de bienes en estos dos últimos, desde la fecha del vencimiento de la obligación hasta la de 
inicio del proceso de liquidación judicial, en los términos previstos en la presente ley. 
En el caso del proceso de liquidación judicial inmediata, o respecto a los gastos causados con 
posterioridad a la admisión al acuerdo de reorganización, el acuerdo de reestructuración o el concordato, 
tendrá aplicación lo dispuesto en esta ley en materia de elaboración de inventarios por parte del 
liquidador y presentación de acreencias. 
<Ver Notas del Editor en relación con los textos subrayados> En el proceso de liquidación judicial, el 
traslado del reconocimiento de créditos, del inventario de los bienes del deudor y las objeciones a los 
mismos serán tramitados en los mismos términos previstos en la presente ley para el acuerdo de  
PARÁGRAFO. <Parágrafo corregido por el artículo 1 del Decreto 2190 de 2007. El texto corregido es el 
siguiente:> El liquidador, al determinar los derechos de voto,  incluirá a los acreedores internos, de 
conformidad con las reglas para los derechos de voto de los acreedores internos establecidos en esta ley. 
ARTÍCULO 54. MEDIDAS CAUTELARES. Las medidas cautelares practicadas y decretadas sobre 
bienes del deudor, continuarán vigentes y deberán inscribirse a órdenes del juez del proceso de 
liquidación judicial. 
De haberse practicado diligencias de secuestro, el juez, previa remisión del proceso al liquidador, 
ordenará efectuar el relevo inmediato de los secuestres designados, ordenando para ello la entrega de 
los bienes al liquidador con la correspondiente obligación del secuestre de rendir cuentas comprobadas 
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de su gestión ante el juez del proceso de liquidación judicial y para tal efecto presentará una relación de 
los bienes entregados en la diligencia de secuestro, indicando su estado y ubicación, así como una 
memoria detallada de las actividades realizadas durante el período de la vigencia de su cargo. Así mismo, 
el secuestre deberá consignar a órdenes del juez del proceso de liquidación judicial, en la cuenta de 
depósitos judiciales, los rendimientos obtenidos en la administración de los bienes. 
<Jurisprudencia Concordante SUPERSOCIEDAES> 
Auto SUPERSOCIEDADES 405-006353 de 2009  Ficha: F_405-006353_2009 
Auto SUPERSOCIEDADES 405-019787 de 2009  Ficha: F_405-019787_2009 
ARTÍCULO 56. PROCESO PARA ENTREGAR BIENES EXCLUIDOS. Para la entrega de los bienes 
que no forman parte del patrimonio a liquidar por parte del liquidador, el solicitante, dentro de los seis 
(6) meses siguientes al inicio del proceso de liquidación judicial, deberá presentarse al proceso y solicitar 
al juez del concurso la restitución del bien, acompañando prueba siquiera sumaria del derecho que le 
asiste. 
Cumplidos los requisitos anteriores, se procederá a la entrega de los bienes, en el término señalado por 
el juez del concurso, quien deberá fijar dicho plazo atendiendo la naturaleza del bien; o en su defecto, 
dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha en la cual el juez del concurso imparta la orden 
respectiva. Para ello, el liquidador levantará un acta en la que identificará el bien que restituye, así como 
el estado del mismo, la que deberá suscribirse por el liquidador y quien lo reciba. 
ARTÍCULO 57. ENAJENACIÓN DE ACTIVOS Y PLAZO PARA PRESENTAR EL ACUERDO DE 
ADJUDICACIÓN. En un plazo de dos (2) meses contados a partir de la fecha en que quede en firme la 
calificación y graduación de créditos y el inventario de bienes del deudor, el liquidador procederá a 
enajenar los activos inventariados por un valor no inferior al del avalúo, en forma directa o acudiendo al 
sistema de subasta privada. 
Con relación a los dineros recibidos y los activos no enajenados, el liquidador tendrá un plazo máximo de 
treinta (30) días para presentar al juez del concurso, el acuerdo de adjudicación al que hayan llegado los 
acreedores del deudor. 
El acuerdo de adjudicación requiere, además de la aprobación de los acreedores, la confirmación del juez 
del concurso, impartida en audiencia que será celebrada en los términos y para los fines previstos en 
esta ley para la audiencia de confirmación del acuerdo de reorganización. 
Concordancias 
De no aprobarse el citado acuerdo, el Juez dictará la providencia de adjudicación dentro de los quince 
(15) días siguientes al vencimiento del término anterior. 
Concordancias 
ARTÍCULO 58. REGLAS PARA LA ADJUDICACIÓN. Los bienes no enajenados por el liquidador, de 
conformidad con lo previsto en el artículo anterior, serán adjudicados a los acreedores mediante 
providencia motivada, de conformidad con las siguientes reglas: 
1. La totalidad de los bienes a adjudicar, incluyendo el dinero existente y el obtenido de las 
enajenaciones, será repartido con sujeción a la prelación legal de créditos. 
2. Respetará la igualdad entre los acreedores, adjudicando en lo posible a todos y cada uno de la misma 
clase, en proporción a su respectivo crédito, cosas de la misma naturaleza y calidad. 
3. En primer lugar será repartido el dinero, enseguida los inmuebles, posteriormente los bienes muebles 
corporales y finalmente las cosas incorporales. 
4. Habrá de preferirse la adjudicación en bloque o en estado de unidad productiva. Si no pudiera hacerse 
en tal forma, los bienes serán adjudicados en forma separada, siempre con el criterio de generación de 
valor. 
5. La adjudicación de bienes a varios acreedores será realizada en común y proindiviso en la proporción 
que corresponda a cada uno. 
6. El juez del proceso de liquidación judicial hará la adjudicación aplicando criterios de semejanza, 
igualdad y equivalencia entre los bienes, con el propósito de obtener el resultado más equitativo posible. 
Con la adjudicación, los acreedores adquieren el dominio de los bienes, extinguiéndose las obligaciones 
del deudor frente a cada uno de ellos, hasta concurrencia del valor de los mismos. 
Para la transferencia del derecho de dominio de bienes sujetos a registro, bastará la inscripción de la 
providencia de adjudicación en el correspondiente registro, sin necesidad de otorgar ningún otro 
documento o paz y salvo. Dicha providencia será considerada sin cuantía para efectos de timbre, 
impuestos y derechos de registro, sin que al nuevo adquirente se le pueda hacer exigibles las 
obligaciones que pesen sobre los bienes adjudicados o adquiridos. 
Tratándose de bienes muebles, la tradición de los mismos operará por ministerio de la ley, llevada a cabo 
a partir del décimo (10o) día siguiente a la ejecutoria de la providencia. 
El liquidador procederá a la entrega material de los bienes muebles e inmuebles dentro de los treinta 
(30) días siguientes a la celebración de la adjudicación o de la expedición de la providencia de 
adjudicación, en el estado en que se encuentren. 
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PARÁGRAFO. Las obligaciones que se deriven para el adquirente sobre los bienes adjudicados serán las 
que se causen a partir de la ejecutoria de la providencia que apruebe la enajenación o adjudicación del 
respectivo bien. 
ARTÍCULO 59. PAGOS, ADJUDICACIONES Y RENDICIÓN DE CUENTAS. Dentro de los cinco (5) 
días siguientes a la ejecutoria de la providencia de adjudicación de bienes, el acreedor destinatario que 
opte por no aceptar la adjudicación deberá informarlo al liquidador. 
Vencido este término, el liquidador, de manera inmediata, deberá informar al juez del concurso cuáles 
acreedores no aceptaron recibir los bienes, evento en el cual se entenderá que estos renuncian al pago 
de su acreencia dentro del proceso de liquidación judicial y, en consecuencia, el juez procederá a 
adjudicar los bienes a los acreedores restantes, respetando el orden de prelación. 
Los bienes no recibidos se destinarán al pago de los acreedores que acepten la adjudicación hasta 
concurrencia del monto de sus créditos reconocidos y calificados. 
Los bienes remanentes serán adjudicados a los socios o accionistas de una sociedad a prorrata de sus 
aportes, para el caso de las personas jurídicas o al deudor en el caso de las personas naturales 
comerciantes o propietarias de una empresa. Los bienes no recibidos por los socios o accionistas o por la 
persona natural comerciante o que desarrolle actividades empresariales, serán adjudicados a una entidad 
pública de beneficencia del domicilio del deudor o, en su defecto, del lugar más cercano. Los bienes no 
recibidos por aquellas dentro de los diez (10) días siguientes a su adjudicación serán considerados 
vacantes o mostrencos según su naturaleza y recibirán el tratamiento legal respectivo. 
El liquidador, una vez ejecutadas las órdenes incluidas en el auto de adjudicación de bienes, respetando 
los plazos señalados en el artículo anterior, deberá presentar al juez del proceso de liquidación judicial 
una rendición de cuentas finales de su gestión, donde incluirá una relación pormenorizada de los pagos 
efectuados, acompañada de las pruebas pertinentes. 
No obstante, previa autorización del juez del concurso, y respetando la prelación y los privilegios de ley, 
al igual que las reglas de la adjudicación previstas en esta ley, el liquidador podrá solicitar al juez 
autorización para la cancelación anticipada de obligaciones a cargo del deudor y a favor de acreedores 
cuyo crédito haya quedado en firme. 
ARTÍCULO 60. OBLIGACIONES A CARGO DE LOS SOCIOS. Cuando sean insuficientes los activos 
para atender el pago de los pasivos de la entidad deudora, el liquidador deberá exigir a los socios el 
pago del valor de los instalamentos de las cuotas o acciones no pagadas y el correspondiente a la 
responsabilidad adicional pactada en los estatutos. 
Para los efectos de este artículo, el liquidador promoverá proceso ejecutivo contra los socios, el cual 
tramitará ante el juez que conozca del proceso de liquidación judicial. En estos procesos, el título 
ejecutivo lo integrará la copia de los inventarios y avalúos en firme y una certificación de contador 
público o de revisor fiscal, si lo hubiere, que acredite la insuficiencia de los activos y la cuantía de la 
prestación a cargo del socio. 
No obstante, los socios podrán proponer como excepción la suficiencia de los activos sociales, o el hecho 
de que no fueron destinados al pago del pasivo externo de la sociedad. 
ARTÍCULO 63. TERMINACIÓN. El proceso de liquidación judicial terminará: 
1. Ejecutoriada la providencia de adjudicación. 
2. Por la celebración de un acuerdo de reorganización. 
Cumplido lo anterior, dispondrá el archivo del expediente, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal 
que proceda contra el deudor, los administradores, socios y el liquidador, y ordenará la inscripción de la 
providencia en el registro mercantil o en el que corresponda. La anotación indicada extinguirá la persona 
jurídica de la deudora. 
ARTÍCULO 64. ADJUDICACIÓN ADICIONAL. Cuando después de terminado el proceso de 
liquidación judicial, aparezcan nuevos bienes del deudor, o cuando el juez del proceso de liquidación 
judicial dejó de adjudicar bienes inventariados, habrá lugar a una adjudicación adicional conforme a las 
siguientes reglas: 
1. Podrá formular la solicitud cualquiera de los acreedores reconocidos o el liquidador, haciendo una 
relación de los nuevos bienes, acompañando las pruebas a que hubiere lugar. 
2. De la adjudicación adicional conocerá el mismo juez del concurso ante quien cursó el proceso de 
liquidación judicial, sin necesidad de reparto. 
3. El juez del proceso de liquidación judicial informará de la solicitud a los acreedores insolutos distintos 
del solicitante y adelantará la actuación en el mismo expediente. 
4. Una vez establecida la existencia de los bienes, ordenará al liquidador que proceda a valorar el 
inventario en los términos de la presente ley, sin que sea necesaria la intervención de los acreedores. 
5. Una vez acreditada esta circunstancia, el juez del proceso de liquidación judicial procederá a adjudicar 
los bienes objeto de la solicitud a los acreedores insolutos, en el orden estrictamente establecido en la 
calificación y graduación de créditos. 



ARTÍCULO 65. RENDICIÓN DE CUENTAS FINALES. Las cuentas finales de la gestión del liquidador 
estarán sujetas a las siguientes reglas: 
1. Contendrán una memoria detallada de las actividades realizadas durante el período. 
2. Las cuentas presentadas serán puestas a disposición de las partes por el término de veinte (20) días 
con el fin de que puedan ser objetadas. Vencido dicho traslado, el liquidador tendrá dos (2) días para 
pronunciarse sobre las objeciones, después de lo cual el juez decidirá en auto que no es susceptible de 
recurso. 
ARTÍCULO 66. ACUERDO DE REORGANIZACIÓN DENTRO DEL PROCESO DE LIQUIDACIÓN 
JUDICIAL.<Ver Notas del Editor en relación con los textos subrayados> Aprobado el inventario 
valorado, la calificación y graduación de créditos y los derechos de voto, el liquidador o quienes 
representen no menos del treinta y cinco por ciento (35%) de los derechos de voto admitidos, podrán 
proponer la celebración de un acuerdo de reorganización, para lo cual, el juez del concurso, convocará a 
una audiencia. A este acuerdo, le serán aplicables en lo pertinente las reglas previstas en esta ley para el 
acuerdo de reorganización. 
<Doctrina Concordante SUPERCOCIEDADES> 
Concepto SUPERSOCIEDADES 41058 de 2011  Ficha: F_41058_2011 
En caso de incumplimiento del acuerdo de reorganización, será reiniciado el proceso de liquidación 
judicial. 
TITULO II. 
DISPOSICIONES COMUNES. 
ARTÍCULO 67. PROMOTORES O LIQUIDADORES. <Aparte tachado derogado por el artículo 626 de 
la Ley 1564 de 2012> <Ver Notas del Editor> Al iniciar el proceso de insolvencia, el juez del concurso, 
según sea el caso, designará por sorteo público al promotor o liquidador, en calidad de auxiliar de la 
justicia, escogido de la lista elaborada para el efecto por la Superintendencia de Sociedades. 
En cualquier tiempo, los acreedores que representen por lo menos el sesenta por ciento (60%) de las 
acreencias, calificadas y graduadas, podrán sustituir al liquidador designado por el Juez, escogiendo el 
reemplazo de la lista citada en el inciso anterior, quien deberá posesionarse ante aquel. Lo anterior 
aplicará también al promotor cuando actúe como representante legal para efectos del acuerdo de 
adjudicación. 
Adicionalmente, los promotores y liquidadores podrán ser recusados o removidos por el juez del 
concurso por las causales objetivas establecidas por el Gobierno. 
El promotor o liquidador removidos en los términos de la presente ley, no tendrán derecho sino al pago 
mínimo que para el efecto determine el Gobierno, teniendo en consideración el estado de avance del 
proceso. 
Una misma persona podrá actuar como promotor o como liquidador en varios procesos, sin exceder un 
máximo de tres (3) procesos en que pueda actuar en forma simultánea. 
PARÁGRAFO 1o. La lista de promotores y liquidadores de la Superintendencia de Sociedades será 
abierta y a ella ingresarán todas las personas que cumplan con los requisitos mínimos de experiencia e 
idoneidad profesional que para el efecto establezca el Gobierno. 
PARÁGRAFO 2o. Salvo en los casos en los cuales la empresa carezca de activos suficientes y se 
requiera un pago mínimo, la remuneración de liquidadores no podrá exceder, del seis por ciento (6%) 
del valor de los activos de la empresa insolvente. Para los promotores el valor de los honorarios no podrá 
exceder del punto dos por ciento (0,2%) del valor de los activos de la empresa insolvente, por cada mes 
de negociación. 
PARÁGRAFO 3o. El Gobierno reglamentará el presente artículo dentro de los seis (6) meses siguientes 
a la fecha de promulgación de la presente ley. Mientras tanto, se aplicarán a promotores y liquidadores 
los requisitos y demás normas establecidas en las normas vigentes al momento de promulgarse la 
presente ley. 
ARTÍCULO 70. CONTINUACIÓN DE LOS PROCESOS EJECUTIVOS EN DONDE EXISTEN OTROS 
DEMANDADOS. En los procesos de ejecución en que sean demandados el deudor y los garantes o 
deudores solidarios, o cualquier otra persona que deba cumplir la obligación, el juez de la ejecución, 
dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la comunicación que le informe del inicio del proceso de 
insolvencia, mediante auto pondrá tal circunstancia en conocimiento del demandante, a fin que en el 
término de su ejecutoria, manifieste si prescinde de cobrar su crédito al garante o deudor solidario. Si 
guarda silencio, continuará la ejecución contra los garantes o deudores solidarios. 
Estando decretadas medidas cautelares sobre bienes de los garantes, deudores solidarios o cualquier 
persona que deba cumplir la obligación del deudor, serán liberadas si el acreedor manifiesta que 
prescinde de cobrar el crédito a aquellos. 
Satisfecha la acreencia total o parcialmente, quien efectúe el pago deberá denunciar dicha circunstancia 
al promotor o liquidador y al juez del concurso para que sea tenida en cuenta en la calificación y 
graduación de créditos y derechos de voto. 
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De continuar el proceso ejecutivo, no habrá lugar a practicar medidas cautelares sobre bienes del deudor 
en reorganización, y las practicadas respecto de sus bienes quedarán a órdenes del juez del concurso, 
aplicando las disposiciones sobre medidas cautelares contenidas en esta ley. 
PARÁGRAFO. Si al inicio del proceso de insolvencia un acreedor no hubiere iniciado proceso ejecutivo 
en contra del deudor, ello no le impide hacer efectivo su derecho contra los garantes o codeudores. 
ARTÍCULO 75. LEGITIMACIÓN, PROCEDIMIENTO, ALCANCE Y CADUCIDAD. Las acciones 
revocatorias y de simulación podrán interponerse por cualquiera de los acreedores, el promotor o el 
liquidador hasta dentro de los seis (6) meses siguientes a la fecha en que quede en firme la calificación y 
graduación de créditos y derechos de voto. 
La acción se tramitará como proceso abreviado regulado en el Código de Procedimiento Civil. 
La sentencia que decrete la revocación o la simulación del acto demandado dispondrá, entre otras 
medidas, la cancelación de la inscripción de los derechos del demandado vencido y las de sus 
causahabientes, y en su lugar ordenará inscribir al deudor como nuevo titular de los derechos que le 
correspondan. Con tal fin, la secretaría librará las comunicaciones y oficios a las oficinas de registro 
correspondientes. 
Todo aquel que haya contratado con el deudor y sus causahabientes, de mala fe, estará obligado a 
restituir al patrimonio las cosas enajenadas en razón de la revocación o la declaración de simulación, así 
como, sus frutos y cualquier otro beneficio percibido. Si la restitución no fuere posible, deberá entregar 
al deudor el valor en dinero de las mencionadas cosas a la fecha de la sentencia. 
Cuando fuere necesario asegurar las resultas de las acciones revocatorias o de simulación de actos del 
deudor, el juez, de oficio o a petición de parte y previo el otorgamiento de la caución que fijare, 
decretará el embargo y secuestro de bienes o la inscripción de la demanda. Estas medidas estarán 
sujetas a las disposiciones previstas en el Código de Procedimiento Civil. 
PARÁGRAFO. La acción referente a las daciones en pago y los actos a título gratuito, podrán ser 
iniciadas de oficio por el juez del concurso. 
ARTÍCULO 90. AUTORIZACIÓN DADA AL PROMOTOR O LIQUIDADOR PARA ACTUAR EN UN 
ESTADO EXTRANJERO. El promotor o liquidador estará facultado para actuar en un Estado extranjero 
en representación de un proceso abierto en la República de Colombia con arreglo a las normas 
colombianas relativas a la insolvencia, en la medida en que lo permita la ley extranjera aplicable. 
ARTÍCULO 106. MEDIDAS OTORGABLES A PARTIR DEL RECONOCIMIENTO DE UN PROCESO 
EXTRANJERO. Desde el reconocimiento de un proceso extranjero, ya sea principal o no principal, de ser 
necesario para proteger los bienes del deudor o los intereses de los acreedores, la autoridad colombiana 
competente podrá, a instancia del representante extranjero, otorgar toda medida apropiada, incluidas las 
siguientes: 
1. Disponer el examen de testigos, la presentación de pruebas o el suministro de información respecto 
de los bienes, negocios, derechos, obligaciones o responsabilidades del deudor. 
2. Encomendar al representante extranjero, o a alguna otra persona nombrada por la autoridad 
colombiana competente, y en la medida en que la ley colombiana lo permita respecto de cada solicitud, 
la administración o la realización de todos o de parte de los bienes del deudor, que se encuentren en el 
territorio de este Estado, para proteger y preservar el v alor de aquellos que, por su naturaleza o por 
circunstancias concurrentes, sean perecederos, susceptibles de devaluación, o estén amenazados por 
cualquier otra causa. 
3. A partir del reconocimiento de un proceso extranjero, principal o no principal, la autoridad colombiana 
competente, y en la medida en que la ley colombiana lo permita respecto de cada solicitud podrá, a 
instancia del representante extranjero, encomendar al representante extranjero, o a otra persona 
nombrada por autoridad colombiana competente, la adjudicación de todos o de parte de los bienes del 
deudor ubicados en el territorio de la República de Colombia, siempre que la autoridad colombiana 
competente se asegure que los intereses de los acreedores domiciliados en Colombia estén 
suficientemente protegidos. 
4. Prorrogar toda medida cautelar otorgada con arreglo al artículo sobre medidas otorgables a partir de 
la solicitud de reconocimiento de un proceso extranjero. 
5. Conceder al representante extranjero cualquier otra medida que, conforme a las normas colombianas 
relativas a la insolvencia, digan relación al cumplimiento de funciones propias del promotor o liquidador. 
Al otorgar medidas con arreglo a este artículo al representante de un proceso extranjero no principal, la 
autoridad colombiana competente deberá asegurarse de que las medidas atañen a bienes que, con 
arreglo al derecho de la República de Colombia, hayan de ser administrados en el marco del proceso 
extranjero no principal, o que atañen a información requerida en ese proceso extranjero no principal. 
ARTÍCULO 110. COOPERACIÓN Y COMUNICACIÓN DIRECTA ENTRE LAS AUTORIDADES 
COLOMBIANAS COMPETENTES Y LOS TRIBUNALES O REPRESENTANTES EXTRANJEROS. En 
los asuntos indicados en el artículo sobre casos de insolvencia transfronteriza del presente Título, la 
autoridad colombiana competente deberá cooperar en la medida de lo posible con los tribunales 



extranjeros o los representantes extranjeros, ya sea directamente o por conducto del promotor o 
liquidador, según el caso. La autoridad colombiana competente estará facultada para ponerse en 
comunicación directa con los tribunales o representantes extranjeros o para recabar información o 
asistencia directa de los mismos. 
ARTÍCULO 111. COOPERACIÓN Y COMUNICACIÓN DIRECTA ENTRE LOS AGENTES DE LA 
INSOLVENCIA Y LOS TRIBUNALES O REPRESENTANTES EXTRANJEROS. En los asuntos 
indicados en el artículo sobre casos de insolvencia transfronteriza del presente Título, el promotor o 
liquidador deberá cooperar, en el ejercicio de sus funciones y bajo la supervisión de la autoridad 
colombiana competente, con los tribunales y representantes extranjeros. 
El promotor o liquidador estará facultado, en el ejercicio de sus funciones y bajo la supervisión de la 
autoridad colombiana competente, para ponerse en comunicación directa con los tribunales o los 
representantes extranjeros. 
ARTÍCULO 122. ARMONIZACIÓN DE NORMAS CONTABLES Y SUBSIDIO DE 
LIQUIDADORES. Para efectos de garantizar la calidad, suficiencia y oportunidad de la información que 
se suministre a los asociados y a terceros, el Gobierno Nacional revisará las normas actuales en materia 
de contabilidad, auditoría, revisoría fiscal y divulgación de información, con el objeto de ajustarlas a los 
parámetros internacionales y proponer al Congreso las modificaciones pertinentes. 
En aquellas liquidaciones en las cuales no existan recursos suficientes para atender gastos de archivo y 
remuneración de los liquidadores, sus honorarios serán subsidiados con el dinero proveniente de las 
contribuciones que sufragan las sociedades vigiladas por la Superintendencia de Sociedades, de 
conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno. El subsidio no podrá ser en ningún caso 
superior a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales, pagaderos, siempre y cuando el respectivo 
auxiliar cumpla con sus funciones y el proceso liquidatorio marche normalmente. 
En el proceso de liquidación judicial, tramitados ante la Superintendencia de Sociedades que no existan 
recursos suficientes para atender gastos de archivo y los honorarios de los liquidadores, serán 
subsidiados con el dinero proveniente de las contribuciones que sufragan las sociedades vigiladas por la 
Superintendencia de Sociedades, hasta por veinte (20) salarios mínimos. 
 
 


